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20101 Sala Primera. Sentencia 212/1993, de 28 de
junio de 1993. Recurso de ampa­
ro 1.398/1990. Contra Acuerdo de la Comi­
sión Electoral de la Facultad de Derecho de
Valladolid, sobre denegación al actor de la con­
dición de elector y elegible en elecciones a
representantes de Catedráticos de Universidad
en la Junta de la Facultad y contra Sentencia
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo revo­
catoria de la dictada por la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del TS.J. de Castilla y
León (Valladolid). Supuesta vulneración de los
derechos reconocidos en los arts. 24.1, 20.1.
23.2 Y 27.7 de la CE: cuestión de legalidad.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente, don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen­
dra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villa Ión, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.398/90, interpuesto
por don José Luis Martinez López-Muñiz, en defensa pro­
pia y representado por el Procurador de los Tribunales don
Francisco Alvarez del Valle García, contra el Acuerdo de
la Comisión Electoral de la Facultad de Derecho de Valla­
dolid, sobre denegación al actor de la condición de elector
y elegible en las elecciones a representantes de Catedrá­
ticos de Universidad en la Junta de la Facultad, y contra
la Sentencia, de 7 de febrero de 1990, de la Sección Nove­
na de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que revocó
la de 29 de julio de 19B9 de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla
y León (Valladolid). Ha sido parte el Ministerio Fiscal y
Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 1 de junio de 1990, y registrado en este Tribunal el 4
de junio del mismo año, don José Luis Martinez López-Mu­
ñiz interpone recurso de amparo contra el Acuerdo de la
Comisión Electoral de la Universidad de Valladolid que
denegó al actor la condición de elector y elegible en las
elecciones a representantes de Catedráticos en la Junta
de la Facultad, y contra la Sentencia del Tribunal Supremo,
de 7 de febrero de 1990, que confirmó la legalidad de
dicho acuerdo, por presunta vulneración de los articulas
14,23.2,24.1 Y 27.7 C.E.

2. Los hechos que han dado lugar al presente recurso
de amparo, según se exponen por el demandante, son, en
síntesis, los siguientes:

a) El actor -Catedrático de Derecho Administrativo
de la Universidad de Valladolid, que había accedido a su
plaza para ejercer la docencia en la Facultad de Burgos­
solicitó la adscripción a las actividades docentes de la
Facultad de Derecho de Valladolid.

El Consejo del Departamento de Derecho Público de
la precitada Universidad mostró su conformidad con la
petición del profesor Martinez López-M,uñiz, y, como con­
secuencia de ello, el Decanato de la Facultad de Valladolid
incluyó al actor en los cuadros horarios de dicha Facultad
para el curso 1988-89.

b) La Junta de Facultad, en su sesión de 2 de febren
de 1989, adoptó los Acuerdos siguientes en relación COI
la adscripción a la facultad de Valladolid del profesor qu<
hoy recurre en amparo: a) que en todo cambio de adscri~

ción deben ser oidos los centros afectados; b) que, ant,
la falta de claridad de la legislación vigente, el proced
miento para el cambio de adscripción debe ser establecidl
por la Junta de Gobierno; c) que el profesor Martine
López-Muñiz debe someter su adscripción al citado prc
cedimiento, aunque manteniendo para ese año la adscri~

ción a Valladolid, y d) que el Rector ponga urgentement,
en marcha el procedimiento para la elaboración del prc
cedimiento.

Contra dichos Acuerdos, el actor presentó reclamaciól
en queja que no obtuvo respuesta alguna.

c) Por su parte, la Junta de la Facultad de Derech.
de Burgos, en su reunión de 8 de febrero de 1989, adopt.
los siguientes Acuerdos: a) que la adscripción hecha po
el Departamento de Derecho Público se ajuste al proCE
dimiento señalado por la Dirección General de Enseñanz,
Superior, de forma que cuente con el informe favorabÍl
de los centros implicados y posterior resolución del Rectal
y b) que se tramite cuando antes el concurso correspor
diente a la plaza de Catedrático de Derecho Administró
tivo, con expreso destino en esta Facultad, aprobada el
Junta de Gobierno del mes de julio pasado.

d) Convocadas elecciones para elegir representa~

tes en la Junta de la Facljltad de Derecho de Valladolic
el hoy recurrente en amparo fue excluido de la lista prc
visional de electores y elegibles por el Cuerpo de Catedr¿
ticos de Ul'liversidad con docencia en la Facultad.

Contra dicha exclusión interpuso reclamación que fUi
rechazada por la Comisión Electoral y contra la decisiól
de la citada Comisión interpuso recurso contencioso-ac
ministrativo, por el procedimiento especial de 1,
Ley 62/1978, que fue estimado por la Sentencia de la Sal;
de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Ca~

tilla-León, con sede en Valladolid, de 29 de julio de 1988
Contra esta Sentencia la Universidad de Valladoli.

interpuso recurso de apelación que fue estimado por 1,
Sentencia del Tribunal Supremo que ahora se recurre el
amparo. la cual. revocando la Sentencia apelada, declaro
que el acto administrativo impugnado no ha discriminad.
al actor.

3. El demandante de amparo dirige su recurso contro
el Acuerdo de la Comisión Electoral de la Facultad de DerE
cho de Valladolid, al que imputa la vulneración de lo
arts. 23.2.27.7 y 20.1 cl. en relación con el arto 27.10 C.E
y contra la Sentencia del Tribunal Supremo, a la que impu
ta la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiv,
(art. 24 C.E.).

a) La Sentencia impugnada ha lesionado, según e
recurrente, su derecho a obtener tutela judicial efectiv,
frente a la violación de derechos fundamentales qUl
garantiza el art. 24.1, en relación con el arto 53 C.E. Aleg,
el actor que aunque la Sentencia declara (fundamento d.
Derecho segundo y fallo) que no ha habido lesión de dere
cho fundamental alguno ni «discriminación anticonstitu
cional», lo hace sin razonamiento que lo sustente, ya qUl
la Sala renuncia a hacer cualquier examen de la legislaciól
determinante de los parámetros definidores del contenidc
de los derechos fundamentales invocados. Así. pues, 1,
Sala, aunque parece resolver el fondo, en realidad resuelvI
sobre la idoneidad del procedimiento de la Ley 62/1978
declarando que «el litigio debe resolverse en el ámbito di
un proceso dirigido al examen de su adaptación a la lega
lidad ordinaria. Dicho esto, difícilmente podrá no recona
cerse en la Sentencia impugnada una flagrante denega
ción de justicia.

La segunda imputación que el recurrente hace a la Sen
tencia del Tribunal Supremo es la de haber vulnerado SI
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derecho a la tutela judicial efectiva al admitir un recurso
de apelación en contra de la Ley. Argumenta el actor que
sin perjuicio de su tramitación como cuestión de derechos
fundamentales. era y es. a la vez. una cuestión de personal
que queda excluida del recurso de apelación [arts. 9.1 de
la Ley 62/1978 y 94.1 a) de la L.J.CAl. Como consecuen­
cia de la admisión. contraria a la Ley. del recurso de ape­
lación se ha revocado una Sentencia que amparaba al
actor y que debió respetarse como firme. Con ello se ha
vulnerado el art. 24 C.E.

Por último -en lo que al derecho a la tutela judicial
efectiva se refiere-o alega el recurrente que la Comisión
Electoral de la Facultad de Derecho de Valladolid. que figu­
ra como apelante. no es órgano con facultades para repre­
sentar en juicio a la Universidad. y que resulta contraria
al art. 447 L.O.P.J. la actuación a través de un Procurador
y un Abogdo que no ocupan órgano alguno de la Univer­
sidad institucionalmente encargados y competentes para
la defensa en juicio de esa Administración. Igualmente se
ha infringido el"art. 5 7.2 d) de la L.J.CA. ya que no consta
que el Rector de la Universidad haya dado su conformidad
al recurso de apelación.

b) En lo que se refiere al Acuerdo de la Comisión Elec­
toral de la Facultad de Derecho de Valladolid. comienza
el actor aludiendo a la configuración del derecho de sufra­
gio para elegir representantes del Profesorado en la Facul­
tad de Derecho de Valladolid.

Según el Reglamento de la Facultad de Derecho de
Valladolid. son electores los representantes de los profe­
sores del Centro (art. 31.3) y elegibles las personas que.
reuniendo las condiciones para ser elector. ss"encuentren
en la fecha de la elección prestando en activo sus servicios
en la Facultad (art. 33). Al referirse a la composición de
la Junta de Gobierno -&9ano máximo de gobierno y
representación de las Facultades- el arto 46 b) de los Esta­
tutos de la Univérsidad dice que un 33 por 100 estará
constituido por' representantes de los profesores que
impartan docencia en el Centro y el art. 195 de la norma
citada vuelve a referirse a la representación en la Junta
de los profesores que imparten docencia en el Centro.

La expresión precitada «profesores del Centron que
emplea. entre otros. el art. 31.3 de los Estatutos no puede
tener otra interpretación que la que resulta de la dicción
literal de los arts. 46 b) Y 195.1. antes citados. en el sentido
de que son profesores de cada centro los que imparten
docencia en él. No es esa la interpretación que hace la
Comisión Electoral de la Facultad de Derecho de Vallado­
lid. que ha entendido que los profesores con derecho de
sufragio son los que hayan sido nombrados para el Centro
de que se trate y ocupen plaza en él. Interpretación total­
mente gratuita y que desconoce completamente el actual
régimen jurídico de las plazas del profesorado universita­
rio.

No puede entenderse sino como discriminatorio el que
un Catedrático que dedica toda su actividad docente e
investigadora a la Facultad de Derecho de Valladolid desde
el 1 de octubre de 1988. y que es el principal responsable
de su disciplina en ella. resulte excluido del derecho a inter­
venir en la elección de la Junta de Facultad. sin fundamen­
to normativo alguno. y negándole lo que se reconoce a
todo el personal. no sólo docente. al servicio de la Facultad.

Alega el recurrente a continuación que la Ley de Refor­
ma Universitaria ha operado un cambio en el régimen del
profesorado universitario en virtud del cual las plazas se
determinan por el área de conocimiento. el Departamento
y la Universidad. pero no por la Facultad o Escuela. de tal
forma que ya no se es Catedrático de una determinada
disciplina en una también determinada Facultad. sino
Catedrático de un área de conocimiento y un Departamen­
to dentro de la Universidad.

El recurrente -Catedrático del Area de Derecho Admi­
nistrativo del Departamento de Derecho Público de la Uni-

versidad de Valladolid- es tan Catedrático de la Facultad
de Derecho de Valladolid como pueden serlo los demás.
ya que su adscripción a dicho Centro desde octubre de
1988 no es distinta a la que tienen los demás profesores
que ejercen su docencia en el citado Centro. En conse­
cuencia. la exclusión del actor por la Comisión Electoral
del proceso electoral a la Junta de la Facultad es discri­
minatoria por contraria a los arts. 14. 23.2. 20.1 c) y
27.7 C.E.

Además. carece de todo fundamento la pretensión de
negar al actor la legalidad de la condición de Catedrático
de la Facultad de Derecho de Valladolid para discriminarle
con respecto a los demás profesores de dicha Facultad.
ya que cuando se produjo el Acuerdo del Departamento
aceptando la solicitud de adscripción del actor no había
norma alguna que exigiera informes previos de las Facul­
tades afectadas en un cambio de adscripción. ni tampoco
norma alguna que asignara la competencia resolutoria a
la Junta de Gobierno.

Por otro lado. la discriminación también se ha produ­
cido por comparación con el tratamiento dado a una pro­
fesora que. estando en idénticas circunstancias que el
actor. fue admitida sin problemas a las elecciones para la
Junta de Facultad. En efecto. la profesora Montenegro.
titular de Historia del Derecho. que al igual que el actor
había accedido a su plaza para ejercer la docencia en Bur­
gos. había pasado a ejercer la docencia en la Facultad de
Valladolid en el curso 88-89. también por simple decisión
del Consejo de su Departamento y sin confirmación expre­
sa del Rectorado. Es insostenible la «excusan de que la pro­
fesora citada había permutado su puesto. y en cualquier
caso ello se decidió exclusivamente por el Departamento
correspondiente y sin pedir informe previo a nadie.

Finalmente el recurrente refuerza sus alegaciones
invocando el documento elaborado por la Dirección Gene­
ral de Enseñanza Superior del Ministerio de Educación y
Ciencia. sobre la carrera docente y la ordenación acadé­
cima. así como un trabajo doctrinal y la doctrina de la
STC47/1990.

4. Por providencia de 18 de octubre de 1990 la Sec­
ción acuerda admitir a trámite la demanda de amparo for­
mulada por don José Luis Martínez López-Muñiz Y. a tenor
de lo dispuesto en el art. 51 de la LOTC. requerir a las Salas
de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Supre­
mo y Superior de Justicia de Castilla y León (Valladolid).
para que en el plazo de diez días remitan. respectivamente.
testimonio del recurso de apelación núm. 2.458/89 y del
recurso contencioso-administrativo núm. 304/89; intere­
sándose al propio tiempo' se emplace a quienes fueron par­
te en el mencionado procedimiento. con excepción del
recurrente en amparo. para que en el plazo de diez días
puedan comparecer en este proceso constitucional. Asi­
mismo. en cuanto a la petición formulada por el recurrente
en otrosí (apertura de período probatorio). se acordará lo
procedente en el momento procesal oportuno.

5. Por providencia de 10 de diciembre de 1990. la
Sección acuerda tener por recibidas las actuaciones remi­
tidas por el Tribunal Supremo y por el Tribunal Superior
de Justicia de Castilla y León. Y. a tenor de lo dispuesto
en el art. 52 de la LOTC. dar vista de todas las actuaciones
por un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal y
al solicitante del amparo para que aleguen lo que a su dere­
cho convenga.

6. El Fiscal. en su escrito de alegaciones. solicita la
denegación del amparo solicitado por cuanto no resulta
del proceso la lesión de los derechos fundamentales que
sirven de apoyo a la demanda.

Según el Fiscal. del examen de las actuaciones salta
a la vista que en el recurso contencioso-administrativo se
invocó sólo la violación del art. 14 C.E .• en el que puede
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entenderse incluida la alusión al arto 23.2 que ahora se
hace en la demanda de amparo. Por el contrario. deben
quedar fuera del debate constitucional todas las cuestio­
nes relativas a los arts. 27.7 y 20.1 c) C.E. que no se han
invocado en la vía judicial procedente. Por lo que se refiere
a la discriminación alegada por el actor frente a otra pro­
fesora que se encontraba en sus mismas circunstancias.
el Fiscal afirma que parece que la figura de la permuta es
distinta de la adscripción.

En cuanto al derecho de acceso a cargos públicos en
condiciones de igualdad (art. 23.2 CE). alega el Fiscal que
se trata de un derecho de configuración legal. por lo que.
en el caso de autos. el requisito para ser elector y elegible
en el claustro de la Facultad radica en ser profesor de la
misma. y para la determinación de si se cumple o no tal
requisito hay que estar a lo que establezcan los Tribunales
ordinarios (ATC 1.035/1986). En el presente caso. el Tri­
bunal Supremo se pronuncia sobre las condiciones exigi­
das por las Leyes y concluye que las mismas constituyen
un tema de mera legalidad y que. por tanto. son propias
de un recurso ordinario y no del preferente de la
Ley 62/1978. Existe. pues. una selección de las normas
aplicables que no puede tacharse de irrazonada o irrazo­
nable y. por tanto. debe ser respetada. No lesiona la tutela
judicial efectiva el hecho de declarar -y razonar- que
determinados aspectos (la condición de profesor) deben
dilucidarse en un procedimiento ordinario. por ser una
cuestión ajena a los derechos fundamentales.

En cuanto a la segunda imputación que el recurrente
hace a la Sentencia del Tribunal Supremo. alega el Fiscal
que. tal y como ha declarado este Tribunal (ATC 469/1985).
no es posible que la admisión de un recurso establecido en
las Leyes. aunque se lleve a cabo en violación de alguna
norma procesal. lesione el derecho a la tutela judicial de
quien resultó vencedor en la instancia anterior.

Finalmente. por lo que respecta a los vicios en la pos­
tulación y en la capacidad procesal del apelante. alega el
Fiscal que son cuestiones de mera legalidad ordinaria.

Por todo ello el Fiscal solicita la denegación del am­
paro.

7. En su escrito de alegaciones el recurrente insiste
en las ya hechas en su demanda y añade ahora que recien­
tes actuaciones del Rectorado y de la Facultad de Derecho
de Valladolid le han dado finalmente la razón. La Junta de
Facultad de Derecho de Valladolid ha aceptado la condi­
ción del actor como profesor de dicha Facultad y el Deca­
nato le ha incluido en el Plan Docente de la Facultad. a
lo que se había negado el curso 89-90. aunque sin con­
secuencias efectivas. Hasta tal punto esto es así que el
actor se ha planteado la posibilidad de desistir de su recur­
so de amparo. pero lo ha mantenido porque considera que
no debe ser tolerada una Sentencia como la dictada por
el Tribunal Supremo ni renunciarse a una confirmación por
el Tribunal Constitucional de la exigible protección de unos
derechos fundamentales que han sido conculcados.

El resto de sus alegaciones reiteran. de manera resu­
mida. los razonamientos contenidos en el escrito de
demanda.

8. Por providencia del día 24 de junio de 1993 se
señaló el siguiente día 28 del mismo mes y año para la
deliberación y aprobación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra la
Resolución de la Comisión Electoral de la Facultad de Dere­
cho de Valladolid. que desestimó la reclamación del actor
contra la lista provisional de electores y elegibles a la Junta
de dicha Facultad. así como contra la Sentencia del Tri­
bunal Supremo de 7 de febrero de 1990 que declaró que
la citada Resolución no había discriminado al hoy recurren-

te en amparo. A la Resolución de la Universidad le imputa
el recurrente la vulneración de los derechos fundamenta­
les reconocidos en los arts. 14. 20.1 c). en relación con
los arts. 27.10.23.2 y 27.7 C.E.. y a la Sentencia del Tri­
bunal Supremo la lesión de su derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24 C.E.).

Antes de entrar a considerar las cuestiones planteadas
por el recurrente debemos resolver. con carácter previo.
la objeción planteada por el Fiscal acerca de la posible falta
de'invocación en el proceso ordinario de los derechos fun­
damentales en que basa su demanda.

Afirma el Fiscal que del examen de las actuaciones sal­
ta a la vista que en el recurso contencioso-administrativo
se invocó tan sólo la violación del art. 14 C.E.. yen efecto
así es. ya que tanto en el escrito de interposición del recur­
so. como en el de formalización de la demanda. se alude
sólo y exclusivamente al art. 14 C.E.• que habría sido lesio­
nado por efectuar al actor un trato discriminatorio respecto
del resto de los Catedráticos ejercientes en la Facultad de
Derecho de Valladolid o adscritos a dicho Centro. Ello no
obstante. hay que reconocer que una mención a los
arts. 23.2 y 27.7 C.E. aparece ya en la reclamación admi­
nistrativa que el recurrente planteó ante la Comisión Elec­
toral contra la lista provisional de electores y elegibles.
mención que vuelve a repetirse -ampliada ahora al
arto 20 C.E.- en el escrito de oposición al recurso de ape­
lación planteado contra la Sentencia de 29 de julio de
1989. de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri­
bunal Superior de Justicia de Castilla-León estimatoria de
la pretensión del hoy recurrente en amparo.

Bien es verdad que. como hemos declarado en reite­
radas ocasiones. para cumplir con el requisito del arto 43.1.
in fine. de la LOTC no basta con recorrer todas las instan­
cias procesales subsiguientes a la Resolución administra­
tiva. sino que es necesario plantear en aquéllas como tema
central la violación de derechos fundamentales
(SSTC 79/1984 y 189/1987. eritre otras). pero no lo es
menos que. como también hemos dicho. en atención a una
interpretación finalista del artículo 43.1 LOTC y al principio
pro actione. lo esencial es plantear la cuestión en términos
tales que permitan al órgano judicial entrar a conocer de
las específicas vulneraciones aducidas. sin que puedan exi­
girse formalidades específicas que no están previstas en
la Constitución ni en la Ley.

Lo dicho nos lleva a rechazar la objeción del Fiscal. ya
que si bien es cierto que la invocación de los derechos fun­
damentales consagrados en los arts. 14. 20.1 c). 23.2 Y
27.7 C.E.ha sido hecha porel recurrente en términos esca­
samente claros y sin necesaria individualización de todos
y cada uno de ellos. no lo es menos que ateniéndonos a
los términos reales en que estaba planteado el debate pro­
cesal. no cabe duda que el mismo afectaba a los derechos
fundamentales cuyo amparo se solícita ahora en esta vía.
ya que lo que el recurrente ha venido denunciando sin
interrupción desde su reclamación administrativa hasta el
presente recurso de amparo. pasando por las dos instan­
cias del proceso contencioso-ad ministrativo. es la supues­
ta discriminación que habría sufrido al ser excluido de la
lista de electores y elegibles para la Junta de la Facultad
de Derecho de Valladolid. Es claro. pues. que con dicho
planteamiento se cumplió la finalidad perseguida por el
art. 43.1. in fine. de la LOTC. consisténte -como hemos
dicho- en plantear la cuestión en términos tales que per­
mitan al órgano judicial entrar a conocer de las específicas
vulneraciones aducidas (STC 182/1990).

2. Entrando ya en el fondo de las cuestiones plan­
teadas en la demanda. hemos de examinar. en primer
lugar. las quejas relativas a la supuesta lesión del derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

En contra de lo que sostiene el recurrente. no cabe
imputar a la Sentencia del Tribunal Supremo que impugna
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vulneración alguna del arto 24.1 por el hecho de lmtender
-y razonar- que las cuestiones planteadas eran ajenas a
los derechos fundamentales. ya que es doctrina reiterada
de este Tribunal Constitucional que la existencia del pro­
ceso especial contencioso-administrativo regulado por la
Ley 62/1978 no implica un derecho a disponer libremen­
te de tal proceso con la mera invocación por el recurrente
de un derecho fundamental. Por el contrario. los órganos
judiciales pueden. de modo constitucionalmente legítimo.
haciendo u.so de las facultades que al efecto le correspon­
den. velar por el cumplimiento de los presupuestos exigi­
dos para el tipo especial de proceso. y cuando prima facie
pueda afirmarse. sin duda alguna. que el acto impugnado
no ha repercutivo en el ámbito de los derechos fundamen­
tales alegados. la consecuencia puede ser lícitamente la
inadmisión del recurso (SSTC 24/1988. 83/1988 y
74/1988. entre otras).

En el presente caso. al margen de la mayor o menor
corrección del razonamiento empleado por la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo. así como de la manera de
reflejarlo en el fallo. aspectos cuya revisión no compete
a este Tribunal. es preciso concluir que la resolución judi­
cial impugnada ha cumplido con las exigencias del dere­
cho a la tutela judicial efectiva. al haber argumentado
-con una motivación suficiente- que la cuestión central
del debate era la condición de profesor de la Facultad
de Derecho de Valladolid del hoy recurrente en amparo.
para concluir que dicha cuestión no tiene trascendencia
constitucional. por lo que estima inexistente la vulnera­
ción de derechos fundamentales aducida por el hoy
recurrente en amparo.

La misma suerte ha de seguir la queja relativa a la que
el recurrente califica de lesión adicional del derecho a la
tutela judicial efectiva. por haberse admitido el recurso de
apelación con vicios en la postulación y en la capacidad
procesal del apelante. Se trata. como es manifiesto. de
vicios procedimentales que. de haberse producido. no han
tenido trascendencia constitucional. ya que el recurrente
no ha demostrado que de ellos haya derivado merina algu­
na de las garantias procesales a que se refiere el
arto 24 C.E.

3. Mayor trascendencia tiene. sin lugar a dudas. la
cuestión relativa a la supuesta lesión del derecho a la
tutela judicial efectiva. derivada del hecho de haberse
admitido un recurso de apelación contra la Sentencia
estimatoria de la pretensión del actor. en un supuesto
(materia de personal) excluido por la Ley [arts. 6 y 9 de
la Ley 62/1978 en relación con el arto 9.1 a) de la
L.J.C.A.). A ello añade el actor que. habiendo invocado
esta causa de inadmisión de la apelación en su escrito
de alegaciones de 23 de octubre de 1989. el órgano judi­
cial ni siquiera tuvo a bien responder a la excepción de
inadmisibilidad. con lo cual habría quebrado el principio
de congruencia procesal.

Comenzando por esta última queja. debemos recor­
dar. para rechazarla. que. tal y como este Tribunal ha
declarado. no siempre ha de padecer el derecho a la tute­
la judicial efectiva por el hecho de que. planteada una
objeción de índole procesal. la resolución judicial obvie
darle expresa respuesta, pues en muchos casos la reso­
lución de fondo supondrá ya, sin merma alguna de tal
derecho. una desestimación tácita de la excepción for­
malizada (STC 59/1983). En el presente caso. cabría
entender que el órgano judicial. puesto que ha dictado
Sentencia. ha respondido negativamente a la cuestión
previa de inadmisibilidad planteada por el actor. con lo
que la incongruencia queda así salvada.

A ello debe añadirse que, en cualquier caso. no podría­
mos pronunciarnos sobre la cuestión planteada. ya que.
al tratarse de un caso de incongruencia omisiva. definido
en el arto 102.1 g) de la L.J.C.A.. y no haberse interpuesto

el recurso extraordinario de revisión. se da la falta de ago­
tamiento que nos impide entrar en el examen de una vio­
lación de derechos fundamentales que pudo ser remedia­
da en el recurso de revisión. lo cual no afecta al enjuicia­
miento de las otras vulneraciones de derechos fundamen­
tales alegados por el actor (SSTC 93/1984, 5/1986 Y
110/1991).

Finalmente, por lo que respecta a la lesión del dere­
cho a la tutela judicial efectiva por admitirse un recurso
de apelación en contra de la Ley, la queja del recurrente
ha de ser igualmente rechazada. Aun aceptando que la
admisión de un recurso que legalmente no procede pue­
da infringir el arto 24 C.E. (SSTC 116/1986 y
187/1989). en el presente caso no habría sucedido así.
ya que la inimpugnabilidad de la Sentencia que estimó
la pretensión del actor no es tan evidente como el mismo
pretende. ya que si. en defensa de su tesis. podría con­
siderarse que las cuestiones por él planteadas son mate­
ria de personal. excluidas por el arto 94.1 a) de la L.J.C.A.
del recurso de apelación. no sería tampoco manifiesta­
mente infundado sostener la tesis favorable a la apela­
bilidad de la Sentencia en cuestión, ya sea en atención
a la especial naturaleza de la vía elegida por el propio
recurrente (Ley 62/1978). o bien como consecuencia
de la aplicación del criterio amplio que. sobre la apela­
bilidad de las Sentencias en materia de personal, venía
sosteniendo la antigua Sala Quinta del Tribunal Supre­
mo. Todo lo cual permite suponer razonablemente los
motivos que llevaron al órgano judicial a admitir el con­
trovertido recurso de apelación.

Lo dicho nos lleva a concluir que la Sección Novena
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo. al dictar Senten­
cia. respondió afirmativamente a la cuestión previa de
inadmisibilidad. optando por una de las posibles interpre­
taciones de la Ley. concretamente por la más favorable
al acceso al recurso, lo cual no deja de situarnos ante una
cuestión de mera legalidad ordinaria que no compete revi­
sar al Tribunal Constitucional.

4. Por lo que respecta a la resolución administrativa
que se impugna en el presente recurso de amparo. la queja
del actor, tal y como se sintetiza en el apartado decimo­
quinto de su demanda. se refiere a la supuesta lesión del
derecho del Catedrático recurrente a participar como elec­
tor y elegible. en condiciones de igualdad. en las eleccio­
nes a la Junta de la Facultad de Derecho de Valladolid
como profesor del Centro, derecho reconocido en los
arts. 20.1 c). 23.2 y 27.7 C.E., así como. más genéricamen­
te, en el arto 14 de la Norma fundamental. La discrimina­
ción se habría producido respecto de los demás profesores
del Centro y, más concretamente, respecto de la profesora
Montenegro que. estando en las mismas condiciones que
el recurrente. no fue excluida de la lista de electores y
elegibles.

La primera consideración que procede hacer es la diri­
gida a identificar cuál es el derecho fundamental realmen­
te cuestionado, pues el demandante hace una referencia
generalizada e indiferenciada a los derechos enunciados
en los arts. 23.2. 20.1 c) y 27.7 C.E.

Respecto al arto 23.2 este Tribunal ha declarado que
el precepto. que distingue «funciones» y «cargos» públi­
cos. reconoce. de un lado. el derecho a acceder a puestos
funcionariales y. de otro. dos derechos -sufragio activo
y pasivo- que enmarcan la participación política de los
ciudadanos en el sistema democrático. en conexión con
los principios de soberanía del pueblo y de pluralismo
político. consagrados en el arto 1 de la Constitución
(STC 71/1989). Del primero de los derechos hemos
dicho que el arto 23.2 comprende no sólo el acceso a la
función pública. sino también el desarrollo o promoción
de la propia carrera administrativa (SSTC 192/1991 y
200/1991. entre otras). Del derecho de acceso a los
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«cargos públicos» que regula el arto 23.2 hemos decla­
rado que «se refiere a los cargos públicos de represen­
tación política. que son los que corresponden al Estado
ya los entes 1erritoriales en que se organiza territorial­
mente de acuerdo con el arto 137 de la Constitución -Co­
munidades Autónomas. Municipios y Provincias-»
(STC 23/1984). Añadiendo. a continuación. que el
art. 23.2 es un reflejo del Estado democrático en el que
-arto 1.2- la soberanía reside en el pueblo español del
que emanan todos los poderes del Estado.

Finalmente. esta vinculación del derecho de acceso a
«cargos públicos» con el concepto de representatividad
política. derivada de la interpretación del art. 23.2 C.E. en
conexión con el art. 23.1 (SSTC 23/1884. 32/1985.
149/1988 Y 71/1989 y AATC 837/1985 Y 880/1985).
nos ha llevado a concluir que en nuestro Derecho. sobre
la base del art. 23.1 CE. no todo derecho de participación
ha de ser siempre un derecho fundamental. Los límites
objetivos del derecho enunciado en este precepto vienen
dados por dos de los elementos del poder jurídico en él
configurado. En primer lugar. por sus titulares (,dos ciuda­
danos»). de tal modo que la situación subjetiva así reco­
nocida lo es uti cives y no en favor de cualesquiera cate­
gorías de personas (profesionalmente delimitadas. por
ejemplo). En segundo lugar. complementariamente. por el
contenido del mismo de la situación jurídica subjetiva
enunciada que dejando de lado la participación «directa».
irrelevante para el supuesto actual. se anuncia como dere­
cho a participar «por medio de representantes. libremente
elegidos en elecciones periódicas por sufragio universa!>,
(ATC 942/1985).

Las anteriores consideraciones conducen a eliminar
de este debate procesal el derecho a acceder a «funcio­
nes» públicas. totalmente ajeno al recurso. ya que no está
implicado ni el acceso a la función pública. ni el desa­
rrollo o promoción de la carrera administrativa. así como
el derecho a acceder en condiciones de igualdad a los
«cargos» públicos. ya que. de acuerdo con la doctrina de
este Tribunal que aquí ha quedado expuesta. la condi­
ción de miembro de la Junta de Gobierno de la Facultad
de Derecho de Valladolid no es un cargo público de
representación política. ni corresponde -como es
obvio- al Estado ni a los entes territoriales en que éste
se organiza.

Por lo que respecta al arto 20 .. 1 c) C.E.. también invo­
cado por el recurrente. este Tribunal ha declarado que la
libertad de cátedra. en cuanto libertad individual del
docente. es en primer lugar y fundamentalmente. una pro­
yección de la libertad ideológica y del derecho a difundir
libremente los pensamientos. ideas y opiniones de los
docentes en el ejercicio de su función. Consiste. por tanto.
en la posibilidad de expresar las ideas o convicciones que
cada profesor asume como propias en relación a la materia
objeto de su enseñanza. presentando en este modo un
contenido. no exclusivamente pero sí predominantemente
negativo (STC 217/1992). Desde esta perspectiva es
manifiesto que ninguna limitación ni ingerencia por parte
de la Universidad ha sufrido el recurrente en el ejercicio
de su función docente.

No obstante. no hay que olvidar que la dimensión per­
sonal de la libertad de cátedra presupone y precisa de una
organización de la docencia y de la investigación que la
haga posible y la garantice. de tal manera que ia conjun­
ción de la libertad de catedra y de la autonomía univer­
-,itaria. tanto desde la perspectiva individual como desde
la institucional, hacen de la organización y funcionamiento
'le :as Universidades la base y la garantía de la libertad
de c-'nedra (STC 217/1992. V ATC 42/1992)

Eilo Incluye la participaCión de los p,ofesores en los
)rqanos de gobierno de !a Universidf.id. jo que no implica.
;1J' '·::'O"ibargo, que todo prot'''sor unlversitano pueda exigir

al margen de los requisitos que establezcan las Leyes. la
participación en los órganos universitarios.

5. El derecho realmente cuestionado por el deman­
dante de amparo encuentra su garantía en el art. 27.7 C.E..
que consagra. en lo que ahora nos importa. el derecho de
los profesores a intervenir en el control y la gestión de los
centros sostenidos por la Administración con fondos pro­
pios. en los términos que la Ley establezca. Sobre este pre­
cepto este Tribunal ha declarado que consagra una fór­
mula extremadamente amplia en cuanto deja a la libre
apreciación del legislador no sólo la determinación de lo
que haya de entenderse por «centros sostenidos con fon­
dos públicos». sino también la definición de los términos.
es decir. del alcance. del procedimiento y de las conse­
cuencias que hayan de darse a la intervención en el control
y gestión (STC 5/1981). Esta singular remisión a la Ley
que se contiene en el arto 27.7 C.E.. es distinta y más estric­
ta que la que incorpora el art. 23.2 C.E .. pues. tratándose
de un derecho sustantivo y no de la garantía de una situa­
ción jurídica de igualdad. es claro que corresponda allegis­
lador. a tenor de lo dispuesto en el arto 53.1 CE. regular
su ejercicio (STC 47/1990).

En el presente caso. la Ley de Reforma Universitaria
(art. 17) ha definido a la Junta de Facultad como órgano
representante de dicho Centro. remitiendo la regulación
de su composición y funciones a los Estatutos de cada
Universidad. En cumplimiento de dicha habilitación. los
Estatutos de la Universidad de Valladolid (arts. 46. 195
y 198. entre otros) han regulado la composición del órga­
no mencionado. concretando los aspectos relativos a la
elección de representantes a la denominada Junta de
Centro. y empleando indistintamente -como criterios
definidores de la condición de electores y elegibles-las
expresiones ,dos profesores que imparten docencia en
el Centro» (art. 195.1) y ,dos profesores del Centro»
(art. 198.2).

En aplicación de los Estatutos de la Universidad y del
Reglamento de la Facultad de Derecho de Valladolid. la
Comisión Electoral de la Facultad de Derecho de Valladolid
excluyó al hoy recurrente en amparo de la lista de electores
y elegibles por entender que el actor no tenía en aquel
momento la condición de profesor de la Facultad. al no
acreditar el nombramiento rectoral ni la toma de posesión
en plaza distinta a aquella de la Facultad de Derecho de
Burgos. que fue el Centro en el que se produjo su ingreso
al Cuerpo de Catedraticos de Universidad.

Así las cosas. es manifiesto que la cuestión planteada
en la vía administrativa. en el posterior recurso contencio­
so y ahora en la demanda de amparo. se reduce lisa y lla­
namente a un problema de aplicación e interpretación del
cumplimiento por parte del actor de los requisitos estable­
cidos en la Ley. que no tiene trascendencia constitucional
alguna. En efecto. la determinación de si el actor -que
accedió a la condición de Catedrático en virtud del con­
curso convocado para la plaza de Derecho Administrativo.
en el Departamento de Derecho Público. y en la Ciu­
dad-Centro Facultad de Derecho de Burgos- era. a efectos
de elecciones. profesor de la Facultad de Valladolid por
el mero hecho de impartir docencia en ese momento en
dicha Facultad o si. por el contrario. dicha adscripción. que
la Junta de Facultad de Valladolid calificó de provisional
y condicionó al cumplimiento de otros requisitos. na alte­
raba su condiCión de profesor de la Facultad de Derecho
de Burgos. es una cuestión de estricta legalidad ordinaria
Que este Tribunal no puede enjuiciar. Por todo ello. y dado
que la exclUSión del actm se fundamenta en el incumpli­
miento de los requisitos eXigidos para ello por los Estatutos
de la Universidad. debemos concluir que la resolución de
:a Comisión Electoral no ha vulnerado el derecho cons<'­
]rado en el art. 27 7 CE.
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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal ConstitUCional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente. don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villalón. Magistrados. ha pronunciado

SHJTENCIA.

En el recurso de amparo núm. 1.943/90. interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Eduardo Morales
Price. en nombre y representación de doña Carmen Cas­
tela Berenguiain. asistido del Letrado don Luis Zarraluqui
Sánchez Eznarriaga. contra providencias de 14 y 27 de
junio de 1990 del Juzgado de Primera Instancia núm. 25
de Madrid en autos de divorcio. Ha comparecido el Minis­
terio Fiscal y don Santiago Fernández Figares de la Chica,
representado por el Procurador don Manuel Lanchares
Larré y defendido por la Letrada doña Concepción Sierra.
y ha sido Ponente don Vicente Gimeno Sendra, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal en
fecha 26 de julio de 1990. el Procurador de los Tribunales.
don Eduardo Morales Price. en nombre y representación
de doña Carmen Castelo Berenguiain. interpuso recurso
de amparo contra las providencias de 14 y 27 de junio
de 1990. dictadas por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 25 de Madrid en autos incidentales sobre modifica­
ción de medidas acordadas en Sentencia de divorcio.

2. Los hechos en que se basa la demanda de amparo
son. en síntesis, los siguientes:

a) En el Juzgado de Primera Instancia núm. 25 de
Madrid se siguió proceso de divorcio entre la hoy recurren­
te de amparo y su esposo don Santiago Fernández Figares
de la Chica (Autos núm. 767/85). que concluyó mediante
Sentencia de 15 de octubre de 1982, en la cual el Juez
acordó el divorcio y aprobó el Convenio Regulador apor­
tado al efecto por ambas partes. Dicho Convenio fue pos­
teriormente modificado en Sentencia de 24 de abril. en la
que se fijó la obligación del Sr. Fernández Figares de abo­
nar. en concepto de alimentos provisionales. al cantidad
de 10.000 pesetas mensuales para cada uno de los hijos
menores del matrimonio.

b) Con posterioridad, la hoy recurrente presentó en
el Juzgado citado reclamación de liquidación de cantidad
contra el Sr. Fernández Figares. relativa al pago de los ali­
mentos fijados en la Sentencia. Tras la pertinente trami­
tación. el Juzgado dictó Auto el 25 de mayo de 1990 en
el que desestimó la pretensión de la actora. (En el funda­
mento jurídico único. ,la Jueza razona que. según obraba
en autos. el Sr. Fernández había realizado diversos pagos
que superaban con creces la cuantía de los alimentos
reclamados.)

c) Contra dicho Auto interpuso la parte actora recur­
so de reposición. en base a lo dispuesto en el art. 380 de
la L.E.C. Por providencia de 14 de junio de 1990, el Juz­
gado inadmitió el recurso de reposición «por no citarse.

Sala Primera. Sentencia 213/1993. de 28 de
Junio de 1993. Recurso de ampa­
ro 1.94.'3/1990. Contra providencias del Juz­
gado de Primera Instancia núm. 25 de Madrid.
en autos incidentales sobre modificación de
medidas acordadas en tutela judicial efectiva:
inadmisión de recursos lesiva del derecho.
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FALLO

6. Llegados a ese punto sólo nos queda examinar la
alegación del recurrente relativa a la supuesta vulneración
del art. 14 C.E .. derivada del hecho de haber sido objeto
de un trato desigual respecto de una profesora que estan­
do en idénticas circunstancias a las del actor no fue exclui­
da. como él. de la lista de electores y elegibles a la Junta
del Centro.

Conforme a reiterada doctrina de este Tribunal. el jui­
cio de igualdad ex art. 14 e.E. exige la Identidad de los
supuestos fácticos que se pretenden comparar. pues lo
que del art. 14 C.E. deriva es el derecho a que supuestos
de hecho sustancialmente iguales sean tratados idéntica­
mente en sus consecuencias jurídicas. La identidad de las
situacJones f6cticas constituye. por tanto, e! presupuesto
ineludible para la aplicación del principio de igualdad,
correspondiendo a quien lo invoca la carga de ofrecer un
término de comparación válido en relación al cual deba
predicarse la pretendida igualdad.

En el presente caso no se da la necesaria identidad
de supuestos que exige el arto 14 C.E. Ello es obvio res­
pecto de los demás Catedráticos de la Facultad de Dere­
cho de Valladolid, en los que no concurre la circunstancia
específica que se da en el actor, y que ha dado origen
a toda la controversia. consistente en haber accedido a
la Cátedra en virtud de una convocatoria que precisaba
que el Centro donde estaba destinado a desarrollar la
docencia el candidato seleccionado era la Facultad de
Burgos. Pero esta falta de identidad fáctica es igualmen­
te clara respecto del término de comparación. más con­
creto. relativo a la profesora Montenegro. ya que. si bien
es cierto que la citada profesora concursó. al igual que
el actor. a una plaza de profesora de la Facultad de Dere­
cho de Burgos y que ambos terminaron impartiendo
docencia en la Facultad de Valladolid. no lo es menos
que ello se llevó ~. cabo en virtud de un procedimiento
distinto en cada caso: la adscripción provisional en el
caso del actor y la pérmuta en el caso de la profesora
citada, lo cual hace que ambas situaciones no puedan
ser comparadas en términos de identidad. Cuáles sean
las consecuencias jurídicas que se derivan de cada una
de estas figuras administrativas, así como de la interven­
ción que en cada uno de los supuestos tuvieron las res­
pectivas Facultades implicadas, es una cuestión de
estricta legalidad ordinaria que a este Tribunal Consti­
tucional no compete revisar. Lo importante, a efectos de
resolver el presente recurso de amparo, es la constata­
ción de la existencia de un elemento jurídico diferencia­
dar que legitima constitucionalmente el tratamiento dife­
renciado. Todo lo cual debe llevarnos a concluir que no
se ha producido la discriminación que el actor denuncia.

Ha decidido

Desestimar la demanda de amparo de don José Luis
Martínez López-Muñiz.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Dada en Madrid. a veintiocho de junio de mil novecien­
tos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer. Fernando García-Mon y González Regueral. Car­
Ias de la Vega Benayas. Vicente Gimeno Sendra. Rafael
de Mendizábal Allende, Pedro Cruz Villalón.-Firmado y
rubricado.


